INFORME DE PONENCIA SEGUNDO DEBATE PROYECTO DE LEY 30 DE 2012 SENADO. 
por medio del cual se establece el carácter vinculante de las decisiones del Defensor del Consumidor Financiero. 

Bogotá, abril 17 de 2013 

Señor 

PRESIDENTE DE LA CORPORACIÓN SENATORIAL 

Honorable Senador Roy Barreras Montealegre

Senado de la República

Ciudad 

Referencia: Ponencia segundo debate al Proyecto de ley número 30 de 2012.

Cordial saludo,

Por medio del presente escrito, en cumplimiento de lo preceptuado en los artículos 150, 153 y 156 de la Ley 5ª de 1992, me permito rendir informe de ponencia para segundo debate al Proyecto de ley número 30 de 2012, por medio de la cual se establece el carácter vinculante de las decisiones del Defensor del Consumidor Financiero, de la siguiente manera:

1. ANTECEDENTES DEL PROYECTO

El proyecto fue puesto a consideración de nuestra corporación por la honorable Senadora Karime Mota y Morad y fue repartido por el Presidente del Senado de la República el 25 de julio de 2012, el cual de acuerdo a la materia de que trata fue asignado a la Comisión Tercera Constitucional Permanente, y fue posteriormente publicado en la Gaceta del Congreso número 468 el pasado 26 de julio de 2012. Mediante memorando adiado 22 de agosto de 2012, fui comunicado de la designación efectuada por la Mesa Directiva como ponente de primer debate.

2. EXPOSICIÓN DE MOTIVOS PROYECTO DE LEY 

En el proyecto de ley presentado se expuso, entre otros, los siguientes motivos a destacar:

¿ Que en la actualidad, de las entidades obligadas a contar con la institución de la Defensoría del Consumidor Financiero, solo el 14% ha dispuesto que sus pronunciamientos serán obligatorios para la entidad vigilada, de conformidad con la información suministrada por la Superintendencia Financiera de Colombia.

¿ Que es de resaltar que si aun después de acudir los usuarios del sector financiero no están satisfechos, ellos pueden acudir a la justicia ordinaria, pero desafortunadamente por los costos tan elevados de acudir a esta instancia, por lo general, se ven solo casos que superan los $50 millones.

¿ Que con un debido conocimiento de los medios de defensa con los que cuentan los usuarios del sector, además de la gratuidad de acudir al Defensor del Consumidor Financiero, se vería elevando en la medida que las quejas no solo serían solucionadas por la misma entidad (para bien o para mal), sino que se contaría con otras instancias a las cuales pueden acudir.

¿ Finalmente, podrían los usuarios acudir en primer lugar a la entidad financiera, si esta no resuelve de forma acertada, o el usuario aun se siente disminuido en su derecho, acudir a la figura del Defensor del Consumidor Financiero (en la que lo que decida será de carácter obligatorio).

3. CONCEPTO DE LA SUPERINTENDENCIA FINANCIERA

El pasado 11 de septiembre se le solicitó al despacho del Superintendente Financiero concepto sobre el Proyecto de ley número 30 de 2012, el cual mediante escrito recibido en mi despacho el 2 de octubre de 2012, conceptuó:

¿ Que la Superintendencia Financiera ha promovido la adopción de las decisiones adoptadas por los defensores del consumidor financiero como obligatorias, vía autorregulación y de manera voluntaria.

¿ Que en razón de lo anterior, varias entidades financieras, han adoptado en sus reglamentos la obligatoriedad de las decisiones de sus defensores como política de buen gobierno corporativo.

¿ Que comparte la iniciativa legislativa, aunque considera que lo óptimo es que estas decisiones sean fruto de la política de autorregulación de las entidades.

¿ Finalmente señala que en las discusiones al Proyecto de ley número 1328 de 2009, si bien se planteó la idea de la obligatoriedad de las decisiones, no se adoptó porque concluyeron que se otorgaban funciones jurisdiccionales a los defensores de los consumidores financieros.

4. CONCEPTO DE FEDELEASING

Mediante comunicado la Federación Colombiana de Compañías de Leasing, señala:

¿ Que la figura del Defensor del Consumidor Financiero debería continuar bajo el régimen establecido en el artículo 15 de la Ley 1328 de 2009.

¿ Que tanto en las entidades financieras que han adoptado las decisiones como obligatorias, así como aquellas en que no lo son, los derechos del consumidor financiero son garantizados y respetados, por lo que no se ve el motivo por el cual se le debe dar impulso a la iniciativa.

5. EXPOSICIÓN DE MOTIVOS PONENCIA

En relación con la Defensoría del Consumidor Financiero la preocupación legislativa ha estado, en primer término, centrada en la independencia e imparcialidad de esa instancia, teniendo en cuenta que su titular es designado por la entidad vigilada, es remunerado por la entidad vigilada y los recursos para poder desarrollar su función son también suministrados por la entidad financiera; circunstancias que generan factores objetivos de dependencia y supeditación que le han restado legitimidad ante los consumidores pues es posible que no encuentren garantía de imparcialidad.

Uno de los objetivos que expresamente se planteó el Gobierno Nacional en la exposición de motivos de la hoy Ley 1328 de 2009, fue el de crear condiciones normativas para legitimar la figura del Defensor Financiero y darle una mayor eficacia como mecanismo para dar solución a las reclamaciones de los consumidores ante las entidades vigiladas por la Superintendencia Financiera de Colombia. Sin embargo, este objetivo no se logró, puesto que el esquema de designación con independencia de la entidad vigilada no fue acogido en este Congreso.

Si bien, existen avances con la exigencia de inscripción en el registro que debe llevar la Superintendencia y la facultad de revocación del mismo y el control que esta debe ejercer sobre las condiciones de los designados como defensores, a través del trámite de posesión ante el Superintendente y la facultad de revocación; ello no ha sido suficiente para obtener condiciones claras de imparcialidad e independencia.

En segundo término, la preocupación del Legislador ha sido que la Defensoría del Consumidor Financiero constituya un instrumento efectivo de solución de reclamaciones frente a la vulneración de derechos o abusos de las entidades financieras, que permita al consumidor cuyas reclamaciones no involucran grandes montos económicos, contar con un medio alternativo de solución del conflicto en condiciones de razonabilidad costo-beneficio. Es decir, para un consumidor que tiene una reclamación ante su banco por una diferencia de $50.000 o $200.000 en la liquidación de intereses sobre el saldo a cargo en su tarjeta de crédito, o a quien le cargan transacciones o compra que no ha realizado por $150.0000, o a quien de su cuenta fueron extraídos mediante fraude en cajero automático uno o dos millones de pesos, no encuentra razonabilidad costo-beneficio entre los gastos de una actuación judicial, incluidos los honorarios de un abogado, el tiempo que debe destinar a la gestión del proceso y la duración misma del proceso judicial, con la incertidumbre de su resultado.

Y es que para un consumidor la evaluación de las probabilidades sobre el resultado de la acción judicial y sus costos frente a la eventual indemnización o recuperación que puede obtener, evidencia una denegación de acceso a la justicia. Por ello, la preocupación del Legislador debe ser desarrollar instancias imparciales, oportunas y accesibles para la solución de las reclamaciones del consumidor financiero como una garantía del mismo.

Ahora, en cuanto a la función del Defensor del Consumidor Financiero de conoce r y resolver en forma objetiva y gratuita para los consumidores, las quejas que estos le presenten, relativas a incumplimientos de las entidades vigiladas, la ley (1328 de 2009) determinó que sus decisiones solo serán obligatorias cuando los consumidores y las entidades vigiladas así lo acuerden de manera previa y expresa, o cuando las entidades así lo hayan previsto en sus reglamentos. Así las cosas, en repetidas oportunidades los consumidores encuentran que pronunciamientos del Defensor Financiero que concluyen que existieron incumplimientos de la entidad vigilada y que es pertinente la reclamación del consumidor, no tienen efecto alguno, bien sea porque la entidad no previó en sus reglamentos la obligatoriedad de la decisión, o porque no existió el acuerdo previo y expreso entre el consumidor y la entidad vigilada.

En este punto consideramos que la ley se quedó corta en cuanto a su regulación de la figura, puesto que es evidente que existe una gran asimetría entre las entidades vigiladas por la Superintendencia Financiera de Colombia y sus clientes, y que no es realista suponer acuerdos igualitarios, conscientes, mutuamente beneficiosos y voluntarios en estas situaciones, por lo que el consumidor financiero se verá compelido a acceder a ese tipo de acuerdos bajo las circunstancias de no poder acceder a otros medios para buscar reparación bajo condiciones razonables costo-beneficio.

Ahora bien, en este contexto el Proyecto de ley número 30 de 2012 Senado, que está a consideración de esta Comisión, aparece como una acción más en ese sentido. Conforme con este proyecto en todos los casos serán obligatorias para las entidades vigiladas las decisiones del Defensor del Consumidor Financiero sobre reclamaciones concretas, preservando para el consumidor la opción de, a posteriori, acoger la decisión o, por el contrario, rechazarla, subsistiendo para ambas partes la posibilidad de acudir ante las autoridades competentes en caso de encontrarse en desacuerdo con la misma.

En efecto, esta disposición tiende a restablecer el equilibrio en una situación en la cual no existen condiciones objetivas de imparcialidad, y deriva en una exigencia de alta responsabilidad por parte de las entidades vigiladas al momento de designar al Defensor del Consumidor Financiero.

Esta propuesta legislativa desarrolla el mandato constitucional de intervención del Estado en favor de los consumidores y con un criterio expresamente tutelar y que reconozca las situaciones de asimetría, como lo señaló la Asamblea Nacional Constituyente[1][1]:

¿Los consumidores y usuarios han tenido una condición de inferioridad manifiesta ante los productores y comerciantes. Frente a esta situación (¿), el artículo que recomendamos consagra expresamente la intervención del poder público a favor de los consumidores y usuarios para hacer efectivos sus derechos a la salud, seguridad, información, libre elección, adecuado aprovisionamiento y para protegerlos también contra todo indebido aprovechamiento de sus condiciones de indefensión o subordinación.¿.

¿[a]l elevar la protección de los consumidores y usuarios a nivel constitucional se pretende dotar al legislador de un sólido fundamento para crear nuevos instrumentos que amplíen el universo propio de su defensa en el ordenamiento nacional¿.

En el mismo sentido lo ha señalado la Corte Constitucional
[2][2]:

¿Ninguna utilidad práctica, en verdad, tendría el derecho del consumidor, elevado a norma constitucional, si las leyes que lo desarrollan no se notifican de las situaciones de inferioridad de los consumidores y restablecen el equilibrio con los actores de la vida económica¿ dada la asimetría real en que se desenvuelve la persona que acude al mercado en pos de la satisfacción de sus necesidades humanas.¿.

¿Por consiguiente, el control de constitucionalidad de este sector del ordenamiento no se reduce a la mera verificación de los requisitos de competencia del órgano regulador. Compete a la Corte comprobar el cabal cumplimiento del deber del órgano responsable de conformar un sistema que sea congruente con el propósito específico que justifica la protección constitucional¿. (Se destaca).

Y en la misma sentencia dijo:

¿El derecho del consumidor¿ tiene carácter poliédrico. Su objeto, en efecto, incorpora pretensiones, intereses y situaciones de orden sustancial (calidad de bienes y servicios; información); de orden procesal (exigibilidad judicial de garantías; indemnización de perjuicios por productos defectuosos; acciones de clase etc.); de orden participativo (frente a la administración pública y a los órganos reguladores)¿ (Se destaca).

6. PLIEGO DE MODIFICACIONES

Se propone adicionar al artículo 1° del proyecto de ley, un inciso así:

Artículo 15. Pronunciamientos del Defensor del Consumidor Financiero. Las decisiones que adopte el Defensor del Consumidor Financiero sobre las reclamaciones que conozca conforme con el literal b) del artículo 13 de la Ley 1328 de 2009, serán de obligatorio cumplimiento para la entidad vigilada. Conocida la decisión del Defensor, el consumidor reclamante podrá acogerla o rechazarla.

Lo anterior, sin perjuicio del trámite conciliatorio que se pueda adelantar de acuerdo con lo señalado en el literal c) del artículo 13 de esta ley.

7. PROPOSICIÓN

De acuerdo con las anteriores consideraciones, propongo a la Plenaria del Senado de la República, DAR SEGUNDO DEBATE al Proyecto de ley número 30 de 2012, por medio de la cual se establece el carácter vinculante de las decisiones del Defensor del Consumidor Financiero, de conformidad con el Pliego de Modificaciones que se anexa. 

Conforme con la anterior se presenta ponencia positiva, con las modificaciones señaladas.

El Ponente,

Samuel Arrieta Buelvas,

Senador de la República.

TEXTO PROPUESTO PARA SEGUNDO DEBATE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 30 DE 2012 SENADO

por medio de la cual se establece el carácter vinculante de las decisiones del Defensor del Consumidor Financiero

El Congreso de Colombia

DECRETA:

Artículo 1°. El artículo 15 de la Ley 1328 de 2009 quedará así:

Artículo 15. Pronunciamientos del Defensor del Consumidor Financiero. Las decisiones que adopte el Defensor del Consumidor Financiero sobre las reclamaciones de que conozca conforme con el literal b) del artículo 13 de la Ley 1328 de 2009, serán de obligatorio cumplimiento para la entidad vigilada. Conocida la decisión del Defensor, el consumidor reclamante podrá acogerla o rechazarla, en este último caso podrá acudir ante las autoridades jurisdiccionales y administrativas.

Lo anterior, sin perjuicio del trámite conciliatorio que se pueda adelantar de acuerdo con lo señalado en el literal c) del artículo 13 de esta ley.

La Defensoría del Consumidor Financiero no tiene el carácter de función pública.

Parágrafo. En ningún caso podrá presumirse que la decisión del consumidor financiero es la de obligarse por la decisión que adopte el Defensor del Consumidor Financiero. Siempre deberá mediar manifestación expresa y escrita posterior a la decisión.

Artículo 2°. Las entidades obligadas a contar con el Defensor del Consumidor Financiero establecerán a más tardar a la entrada en vigencia de la presente ley, la obligatoriedad de las decisiones de estos en sus reglamentos. 

Artículo 3°. Vigencia. La presente ley rige a partir del primero (1°) de enero de 2014. 

Del honorable Senador, 

Samuel Arrieta Buelvas, 

Senador de la República.

Bogotá D. C., 18 de abril de 2013
En la fecha se recibió ponencia y texto propuesto para segundo debate del Proyecto de ley número 30 de 2012 Senado, por medio de la cual se establece el carácter vinculante de las decisiones del Defensor del Consumidor Financiero.

El Secretario General,

Rafael Oyola Ordosgoitia.

Autorizo la publicación de la siguiente ponencia y texto propuesto para segundo debate, consta de siete (7) folios.

El Secretario General,

Rafael Oyola Ordosgoitia.

TEXTO DEFINITIVO APROBADO POR LA COMISIÓN TERCERA DEL SENADO EN SESIÓN DEL DÍA 06 DE NOVIEMBRE DE 2012 AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 30 DE 2012 SENADO 

por medio de la cual se establece el carácter vinculante de decisiones del Defensor del Consumidor Financiero.

El Congreso de Colombia

DECRETA:

Artículo 1°. El artículo 15 de la Ley 1328 de 2009 quedará así:

Artículo 15. Pronunciamientos del Defensor del Consumidor Financiero. Las decisiones que adopte el Defensor del Consumidor Financiero sobre las reclamaciones de que conozca conforme con el literal b) del artículo 13 de la Ley 1328 de 2009, serán de obligatorio cumplimiento para la entidad vigilada. Conocida la decisión del Defensor, el consumidor reclamante podrá acogerla o rechazarla, en este último caso podrá acudir ante las autoridades jurisdiccionales y administrativas.

Lo anterior, sin perjuicio del trámite conciliatorio que se pueda adelantar de acuerdo con lo señalado en el literal c) del artículo 13 de esta ley.

La Defensoría del Consumidor Financiero no tiene el carácter de función pública.

Parágrafo. En ningún caso podrá presumirse que la decisión del consumidor financiero es la de obligarse por la decisión que adopte el Defensor del Consumidor Financiero. Si empre deberá mediar manifestación expresa y escrita posterior a la decisión.

Artículo 2°. Las entidades obligadas a contar con el Defensor del Consumidor Financiero establecerán a más tardar a la entrada en vigencia de la presente ley, la obligatoriedad de las decisiones de estos en sus reglamentos.

Artículo 3°. Vigencia. La presente ley rige a partir del primero (1°) de enero de 2014.

Bogotá. D. C. 06 de noviembre de 2012

En sesión de la fecha se le dio lectura a la proposición con que termina el informe para primer debate del Proyecto de ley número 30 de 2012 Senado, por medio de la cual se establece el carácter vinculante de las decisiones del Defensor del Consumidor Financiero.

Una vez aprobada la proposición la Presidencia sometió a consideración el articulado presentado por el ponente, siendo aprobado sin modificaciones. La Comisión de esta forma declara aprobado en su primer debate el proyecto mencionado. Acta 09 de 06 de noviembre de 2012. Anunciado el día 30 de octubre de 2012 en comisiones conjuntas.

El Presidente,

Camilo Sánchez Ortega.

El Senador Ponente,

Samuel Benjamín Arrieta B.< o:p>
El Secretario,

Rafael Oyola Ordosgoitia.
�[1][1]	Informe Ponencia sobre ¿Derechos Colectivos¿, Asamblea Nacional Constituyente ¿ Gaceta Constitucional número 46.





�[2][2]	Sentencia C-1141 de 2000. MP. Dr. Eduardo Cifuentes Muñoz.








